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La responsabilidad médica estatal ha sido centro de notables estudios dada 
la importancia que reviste en el ordenamiento jurídico colombiano, siendo la 
doctrina del daño desproporcionado un nuevo concepto que incursiona en 
este tipo de responsabilidad.  
 
A partir de lo anterior, el presente estudio aborda la doctrina del daño 
desproporcionado en la responsabilidad médica estatal para determinar sus 
efectos procesales, de manera que se realiza una disección en el régimen 
jurídico aplicable a la responsabilidad médica, como al análisis del concepto 
de daño desproporcionado para determinar sus elementos configurativos y 
con esto sus elementos conceptuales e implicaciones procesales.  
 
Así mismo, se revisa la postura del Consejo de Estado frente al tema 
investigado, a partir de lo cual se identificó que en sus sentencias se han 
usado diversos mecanismos de aligeramiento probatorio para lograr la 
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The state medical responsibility has been the center of notable studies given 
the importance of the Colombian legal system, one of those new concepts 
that enter into this type of responsibility will be the doctrine of disproportionate 
damage.  
 
Therefore, in this study the doctrine of disproportionate damage in the state 
medical responsibility is addressed to determine its procedural effects. In this 
way a dissection is carried out in the legal regime applicable to medical 
liability, such as the analysis of the concept of disproportionate damage to 
determine its configurative elements and with this, its substantial and 
procedural implications, all to review the position of the State Council in 
relation to the subject to be investigated, where it is pointed out how this has 
made use of various evidence lightening mechanism to obtain compensation 















El daño desproporcionado en materia de responsabilidad médica surge 
como una teoría que busca la aplicación de mecanismos de aligeramiento 
probatorio con respecto a los elementos configurativos para que surja el 
deber de indemnizar de la administración pública, producto de un perjuicio 
ocasionado en la prestación de un servicio médico, ello cuando se presente 
un daño anormal y que no es usual en la prestación de determinado servicio, 
de tal forma que las nociones de falla del servicio como elemento subjetivo 
que representa la culpa del demandado, y nexo de causalidad como eje 
imbricador del hecho de la administración y su relación con el daño 
ocasionado a una víctima, toman una especial trascendencia y connotación 
a partir de la aplicación de esta teoría que tiene especiales efectos 
procesales, y que según el mecanismo de aligeramiento probatorio aplicado 
genera diversas cargas procesales al demandante. 
 
Es entonces como el presente trabajo busca auscultar en una teoría que, si 
bien ha sido desarrollada y estudiada doctrinariamente en otras latitudes, en 
Colombia tal grado de exposición no existe, teniendo en cuenta la vital 
importancia que tiene la figura dentro de la responsabilidad médica, en razón 
a los efectos probatorios y procesales que representa para las víctimas de 
un daño ocasionado producto de la prestación de este tipo de servicios, que 
debido a su alto nivel técnico-científico ocasiona sendas dificultades 
probatorias para la configuración de la responsabilidad de la administración, 
y en consecuencia surja el derecho a ser indemnizadas, todo ello a partir de 
la aplicación de diversos mecanismos de aligeramiento probatorio que 
pueden variar según la concepción adoptada por determinado órgano 
jurisdiccional. 
 
Por lo anterior, el presente documento tiene como objetivos analizar el 
régimen jurídico de la responsabilidad médica estatal en Colombia, auscultar 
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en el concepto del daño desproporcionado y sus efectos procesales a partir 
de la doctrina especializada en el tema, y señalar los fundamentos 
jurisprudenciales del daño desproporcionado para el caso colombiano de 
acuerdo a la jurisprudencia del Consejo de Estado y los mecanismos de 
aligeramiento probatorio aplicados en sus sentencias.  
 
En este sentido, la sección dos aborda el problema y la metodología 
empleada; la sección tres presenta la fundamentación teórica de las 
temáticas abordadas; la sección cuatro muestra los resultados de acuerdo a 
los objetivos propuestos, y por último, se presentan las conclusiones. 
 
1. PROBLEMA Y METODOLOGÍA 
 
La responsabilidad médica estatal ha sido objeto de innumerables estudios 
doctrinales y jurisprudenciales, en donde se han consolidado unas sendas 
bases que explican su configuración y con ello el deber de indemnizar los 
daños producto de la actividad médica prestada por el Estado a sus 
asociados. De cualquier forma, para que surja el derecho de las víctimas a 
ser indemnizadas deberán acreditarse como elementos de la 
responsabilidad: el daño antijurídico, el nexo de causalidad, la imputación 
objetiva y la imputación jurídica (URIBE, 2014), por eso en esta clase de 
responsabilidad se aplica el título jurídico de la falla del servicio, por lo que 
el elemento subjetivo será uno de los pilares fundantes para el nacimiento 
de la responsabilidad en cabeza del Estado. 
 
La ciencia médica reviste una especial técnica y ciencia, por esto, y dadas 
sus características propias, no deja de ser complejo determinar la existencia 
de responsabilidad del Estado al presentarse un daño producto de un 
servicio médico, más aún cuando el paciente es quien debe demostrar dicha 
falla del servicio, en donde sin lugar a duda demostrar la culpa o negligencia 
del actuar médico o de la institución reviste serias dificultades probatorias 
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para las víctimas de un daño de este tipo en Colombia, de manera que el 
daño desproporcionado se presenta como una excepción a esa carga 
procesal, dado que existirán eventos en que el accionante quede relevado 
de determinadas cargas probatorias cuando se presente  anormalidad del 
daño sufrido, por lo que la investigación busca determinar el concepto y 
alcance del daño desproporcionado en la responsabilidad médica del Estado 
en el ordenamiento jurídico colombiano, y con ello delimitar sus efectos 
procesales, para así ofrecer claridad de esta figura jurídica a operadores 
judiciales, abogados postulantes, víctimas, centros hospitalarios, 
profesionales de la medicina y a quienes más pueda interesar, para que en 
definitiva se permita la garantía de los derechos de quienes sufren un daño 
anormal producto de la prestación de un servicio médico. 
 
Así, entonces, la teoría del daño desproporcionado, entendido como aquel 
que es anormal a la prestación de un servicio médico, tiene incidencia directa 
en la inversión de la carga de la prueba respecto de los elementos necesarios 
para acreditar la responsabilidad del Estado, de modo que la investigación 
presenta como pregunta problema: ¿En qué condiciones opera el daño 
desproporcionado en materia médico estatal, y cuáles son los efectos 
procesales en la responsabilidad médica estatal en Colombia? 
 
Para dar respuesta a la pregunta se plantean como objetivos los siguientes: 
i) analizar el régimen jurídico de la responsabilidad médica estatal en 
Colombia, ii) determinar el concepto y alcance del daño desproporcionado y 
sus efectos procesales en materia médica a partir de la doctrina 
especializada, y iii) indicar los fundamentos jurisprudenciales del Consejo de 
Estado frente al daño desproporcionado y los mecanismos de aligeramiento 
probatorios utilizados en sus sentencias.  
 
El alcance de esta investigación es de naturaleza analítica-explicativa, 
además utiliza un enfoque descriptivo que ahonda en las categorías propias 
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del daño desproporcionado y sus efectos procesales en la responsabilidad 
medico estatal; así mismo la investigación aborda el título de imputación 
jurídica correspondiente a la responsabilidad médico estatal, la 
conceptualización del daño desproporcionado y seguidamente la 
sistematización de  algunos casos relevantes en los cuales el Consejo de 
Estado utilizó la doctrina del daño desproporcionado y fijó los efectos 
probatorios de su aplicación.  
 
Por último se presentan las conclusiones sobre la visión de la jurisprudencia 
de la jurisdicción contenciosa acerca del tema, esto con el fin de generar 
claridad frente a la teoría del daño desproporcionado en materia médico 
estatal. 
 
La investigación sustenta su justificación en la amplia doctrina y 
jurisprudencia en materia médica, no obstante, la teoría del daño 
desproporcionado en Colombia, a diferencia de otros países, carece de 
estudios que permitan tener un concepto claro frente a su configuración y 
efectos en materia procesal; con todo, el presente artículo busca sentar 
sendas bases para explicar el fenómeno jurídico a tratar en el ordenamiento 
colombiano, y constituirse como eje conceptual para investigaciones futuras. 
 
En este sentido, como fuente primaria de la investigación se funda 
inicialmente la revisión de las sentencias del Consejo de Estado que 
desarrollan el régimen de imputación aplicable a la responsabilidad médica 
y la aplicación de teorías acordes con el daño desproporcionado, además de 
la doctrina internacional y nacional frente a las categorías utilizadas para 







2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 
 
La investigación posee tres ejes teóricos para abordar el problema jurídico a 
resolver: en primer lugar, con el fin de establecer el título de imputación en 
materia estatal en Colombia se tendrá como referente doctrinal a RUIZ 
(2016), en tanto este describe la evolución jurisprudencial de la falla del 
servicio en materia médica estatal en Colombia; de manera complementaria, 
y con el objetivo de explicar la naturaleza subjetiva de la responsabilidad 
médica del Estado, se emplea la doctrina de JARAMILLO (2010), quien indica 
la esencia propia de la asunción de la responsabilidad médica como 
responsabilidad de naturaleza culpabilista. 
 
En relación con el segundo eje de la investigación, funge como referente 
teórico de especial importancia frente al daño desproporcionado la doctrina 
española, en razón al extenso número de investigaciones frente al tema. De 
tal forma, para conceptuar la definición y características del daño 
desproporcionado en materia médica se aborda lo expresado por RODRÍGUEZ 
(2013), que se refiere al tema como una situación especial en materia médico 
estatal que implica aligerar la carga procesal del demandante en su 
reclamación indemnizatoria, mientras que para desarrollar los aspectos 
procesales de tal teoría se aborda lo expuesto por GRAU (2017), quien 
especifica que la jurisprudencia de diferentes latitudes ha utilizado diversos 
mecanismos de aligeramiento probatorio al momento de aplicar la teoría del 
daño desproporcionado, con lo que explica los efectos procesales de cada 
uno de ellos. 
 
Finalmente, para desarrollar conceptos de índole procesal en materia de 
responsabilidad se usa como punto de partida la doctrina de TAMAYO (2014), 
que indica que existen serias diferencias entre la presunción de culpa y el 
principio de cargas dinámicas, por lo que ambos conceptos deben ser vistos 
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de manera diferenciada y su procedencia se dará bajo diversas 
circunstancias. 
 
Los antecedentes sobre el daño desproporcionado en la responsabilidad 
médica en Colombia son limitados, sin embargo puede señalarse lo 
mencionado por JARAMILLO (2012), quien afirma que esta teoría se emplea 





3.1. RÉGIMEN JURÍDICO DE LA RESPONSABILIDAD MÉDICA DEL ESTADO 
 
La responsabilidad médica del Estado se constituye como la obligación 
indemnizatoria que ostenta el Estado por los daños causados a las personas 
producto de la prestación de servicios médicos y hospitalarios, entendiendo 
que la prestación de estos servicios trastocan de forma directa los postulados 
constitucionales y legales consignados en el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
 
Así, el Consejo de Estado (2008) resalta cómo la prestación de estos 
servicios médicos se relaciona de forma directa con fines propios del 
ordenamiento jurídico colombiano: 
 
(…) bajo el entendido de que las entidades hospitalarias cumplen 
una labor social, su actuación compromete el interés general, 
prestan un servicio público, sujeto a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad y, están obligadas a la protección de un 
derecho fundamental y humano, comprendido por el derecho a la 
salud en conexidad con el derecho a la vida, el cual merece 
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especial protección y garantía por parte de las autoridades 
prestadoras del servicio. 
 
De la vital importancia que cumplen los servicios hospitalarios en el contexto 
jurídico colombiano subyace el deber de reparar los daños cuando, producto 
de la prestación de estos servicios, se ocasionan perjuicios, con todo la 
doctrina y la jurisprudencia han sentado múltiples teorías para definir el título 
de imputación bajo el cual se desarrolla este tipo de responsabilidad.  
 
Al respecto, el máximo tribunal de la jurisdicción contenciosa administrativa 
ha especificado que en materia de responsabilidad médica de forma general 
deben acreditarse como elementos de esta: el daño, el nexo causal, el hecho 
dañoso y la falla del servicio imputable a la entidad demandada (CONSEJO DE 
ESTADO, 2008), de manera que en un primer momento el Consejo de Estado 
indique que el régimen aplicable para la responsabilidad médica sea el 
subjetivo o de la falla del servicio como título de imputación, bajo el cual surge 
el deber de reparar los daños ocasionados por el Estado producto de la 
actividad médica debido a la carga de acreditar la negligencia o el defectuoso 
funcionamiento de esta actividad. 
 
A pesar de tendencias jurídicas que buscan instaurar regímenes objetivos de 
responsabilidad, en materia de responsabilidad médica el elemento culpa, 
del cual se invoca la aplicación del régimen subjetivo, se ha hecho 
indispensable para la declaratoria de responsabilidad cuando se presentan 
daños producto de la actividad médica.  
 
Al respecto JARAMILLO (2010) destaca algunas razones por las cuales la 
responsabilidad médica aun gira bajo el prisma de la culpabilidad: en primer 
lugar, la responsabilidad médica no es equiparable a actividades industriales, 
dado su raigambre altruista y humanista y, en segundo lugar, en razón al 
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desincentivo de la profesión y la práctica de la medicina defensiva, al 
desconocer el propio alea de esta actividad. 
 
Será como la falla del servicio tendrá especial importancia a la hora de 
determinar la responsabilidad del Estado en materia médica, por ende es 
importante hacer énfasis en el elemento aleatorio de dicha responsabilidad, 
al punto de que BELLO (2011) menciona, dando una posible consecuencia de 
la objetivación de esta responsabilidad, como una carga perjudicial para el 
paciente debido a esa práctica defensiva del personal médico. 
 
Ahora entonces, conforme al carácter aleatorio de la medicina, se deja 
entrever que el médico por más estricto cumplimiento de las técnicas de la 
medicina, y por más diligencia que emplee en su labor, no siempre podrá 
garantizar determinado resultado, con lo que establecer un régimen objetivo 
se torna inviable por la propia naturaleza de la actividad médica. Por lo 
anterior, que “la conducta activa u omisiva del profesional médico o 
paramédico y la actuación administrativa o asistencial, se constituye en uno 
de los elementos esenciales de la responsabilidad por la prestación de 
servicios de salud” (YEPES, 2016, p. 81). 
 
En definitiva, en materia de responsabilidad médica la jurisprudencia del 
Consejo de Estado se decanta porque de manera general la responsabilidad 
médica se desarrolla bajo los márgenes del régimen de imputación subjetiva, 
es decir, bajo la falla del servicio, la cual deberá ser probada por el 
demandante y, por el contrario, serán excepcionalísimos los casos en que 
dicha falla se presuma desde ab initio. 
 
3.2. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y SU RÉGIMEN DE IMPUTACIÓN 
 
La responsabilidad médica del Estado a partir de la Constitución de 1991 se 
encuentra circunscrita y sustentada en el artículo 90. No obstante, este tipo 
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de responsabilidad ha tenido un trasegar de gran importancia a través de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, dado que ante la abstracción de la 
cláusula general de responsabilidad del Estado gran parte de su 
estructuración ha sido abordada por la casuística jurisprudencial. 
 
De esta manera, RUIZ (2016) ha indicado que la jurisprudencia del Consejo 
de Estado con relación a la responsabilidad médica ha girado en torno a 
cuatro regímenes de imputación: la falla inferida, la falla presunta, la teoría 
de cargas dinámicas, y por último el régimen de falla probada. 
 
Dado el amplio margen judicial para el desarrollo de los títulos de imputación 
por parte del juez contencioso administrativo, inicialmente el Consejo de 
Estado en materia de responsabilidad médica desarrolló el sistema de la falla 
probada del servicio, en donde la carga de la prueba de todos los elementos 
de responsabilidad, incluso la falla del servicio, estaba a cargo del 
demandante. 
 
Una segunda tesis pregonó por un sistema de falla inferida, la cual a través 
de las especiales circunstancias que rodean la plataforma fáctica, se pudiera 
deducir la falla del demandado, lo cual se equiparaba al sistema de falla 
virtual.  
 
Al respecto, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo se pronunció 
frente al tema: 
 
En el caso sub-júdice se puso en evidencia que esa obligación de 
medio fue incumplida en forma flagrante, porque todo da a entender 
que el servicio de maternidad del Hospital General de Medellín no 
funcionó de acuerdo con las exigencias de la ciencia médica y que 
otra hubiera sido la suerte de la paciente si se le hubieran puesto a 
su servicio los medios adecuados y oportunos que su estado 
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requería y que sus condiciones morfológicas mostraban (Consejo de 
Estado, 1992). 
 
Además, se desarrolló una tercera tesis a partir del año 1992, gobernada por 
el sistema de falla presunta del servicio, de la cual se presumía la culpa o 
falla en el actuar de la administración, lo que generaba una inversión de la 
carga de prueba en cabeza del demandado, y de allí que debiera este 
demostrar la diligencia y cuidado en su actuación. No obstante, la 
argumentación del Consejo de Estado para la adopción de este régimen se 
encontraba circunscrito a argumentos empíricos (GIL, 2017), además de una 
falsa doctrina de la carga dinámica de la prueba, ya que la inversión era 
permanente (TAMAYO, 2016), empero, como principal sustento de esta 
doctrina, se destaca lo expresado por el Consejo de Estado (1992) de aquella 
época: 
 
Sin duda, resultaría más beneficioso para la administración de 
justicia en general, resolver esta clase de conflictos, si en lugar de 
someter al paciente, normalmente el actor o sus familiares, a la 
demostración de las fallas en los servicios y técnicas científicas 
prestadas por especialistas, fueron éstos, los que por encontrarse 
en las mejores condiciones de conocimiento técnico y real, por 
cuanto ejecutaron la respectiva conducta profesional, quienes 
satisficieran directamente las inquietudes y cuestionamientos que 
contra sus procedimientos se formulan. 
 
A partir del año 2001 el Consejo de Estado enunció que para la 
determinación de la responsabilidad médica estatal debería acudirse al 
sistema de falla probada, pero con la posibilidad de invocar el principio de la 
carga dinámica de la prueba, en donde según las circunstancias específicas 
deberá otorgársele la carga a quien tuviese mejores posibilidades de probar 
determinado hecho. Sin embargo, vale recalcar que en principio le 
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corresponde al demandante probar todos los elementos de la 
responsabilidad estatal para que sus pretensiones salgan abantes, pero 
resaltando que podrá tenerse en cuenta algunos escenarios técnicos-
científicos que puedan lograr la inversión de la carga de la prueba: 
 
Observaciones que se refieren a las dificultades que ofrece para el 
demandante la demostración de la falla del servicio, se han hecho 
respecto de la prueba de la relación de causalidad existente entre el 
hecho de la entidad demandada y el daño del cual resultan los 
perjuicios cuya indemnización se reclama. En efecto, también en 
ello están involucrados elementos de carácter científico, cuya 
comprensión y demostración resulta, en ocasiones, muy difícil 
para el actor. Por esta razón, se ha planteado un cierto 
aligeramiento de la carga probatoria del demandante, a quien, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 177 del Código de 
Procedimiento Civil, corresponde demostrar los supuestos de hecho 
del artículo 90 de la Constitución Política, que sirve de fundamento 
a sus pretensiones (subrayado fuera del texto) (Consejo de Estado, 
2001). 
 
Finalmente, en el año 2006 el Consejo de Estado retoma el régimen de 
imputación de la falla probada del servicio en la prestación de servicios 
médicos y hospitalarios, por lo que resalta: 
 
El volver a la exigencia de la prueba de la falla del servicio, como 
regla general, no debe llamar a desaliento y considerarse una 
actitud retrograda. Si se observan los casos concretos, se advierte 
que, aunque se parta del criterio teórico de la presunción de la falla 
del servicio, las decisiones en la generalidad, sino en todos los 
casos, ha estado fundada en la prueba de la existencia de los 
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errores, omisiones o negligencias que causaron los daños a los 
pacientes. 
 
Además, con posterioridad indicará la regla general de la falla probada, que 
podrá ser atenuada en excepcionalísimos casos: 
 
Así las cosas, se concluye que la demostración de la falla en la 
prestación del servicio médico asistencial será, por regla general, 
carga de la parte demandante, a menos que aquélla, dadas las 
circunstancias científicas y técnicas comprometidas, resulte 
extraordinariamente difícil o prácticamente imposible y dicha carga 
se torne, entonces, excesiva y, en cambio, la otra parte tenga la 
facilidad de probar el hecho (Consejo de Estado, 2006). 
 
En este punto conviene resaltar cómo el Consejo de Estado desarrolla la 
tesis de la falla probada del servicio, siempre y cuando mediante las reglas 
de la experiencia el daño no tenga otro motivo que una acción negligente, 
por eso se desarrolló una serie de supuestos fácticos en donde se pregonara 
la anormalidad del daño y su presunción de falla. 
 
Con todo, a partir de esta providencia la Sección Tercera del Consejo de 
Estado ha sido concordante en manifestar que la falla probada del servicio 
es el régimen aplicable en materia de responsabilidad médica2, pero con 
atenuaciones o mecanismos de aligeramiento probatorio respecto de 
algunos de los elementos para la configuración del daño, tesis que viene 
haciendo camino en tanto busca la constitución de plena prueba de la 
responsabilidad a través de los indicios. 
 
 
2 Sentencias de agosto 31 de 2009 (Exp.15777), octubre 3 de 2007 (Exp. 16.402), abril 23 
de 2008 (Exp.15.750), octubre 15 de 2008 (Exp. 16270), febrero 19 de 2009 (Exp. 16080), 
febrero 18 de 2010 (Exp. 20536) y septiembre 23 de 2009 (Exp. 17986). 
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En conclusión, el título de imputación aplicable en materia médica es la falla 
probada del servicio, es decir, la aplicación de un régimen subjetivo, pero 
destacando que, como señala SANTOFIMIO (2018), habrá casos 
excepcionales que terminan desarrollándose bajo otro título de imputación, 
tales como: algunos daños gineco-obstétricos, las llamadas obligaciones de 
seguridad, la violación del consentimiento informado y las infecciones 
nosocomiales. 
 
3.3. DOCTRINA DEL DAÑO DESPROPORCIONADO EN LA RESPONSABILIDAD MÉDICA 
 
El daño desproporcionado en la responsabilidad médica ocurre “cuando un 
acto médico produce un resultado anormal, insólito e inusualmente grave en 
relación con los riesgos que normalmente comporta y con los padecimientos 
que trata de atender son incompatibles con las consecuencias de una terapia 
normal” (SÁNCHEZ, 2013, p. 244).  
 
De esta manera, el resultado anómalo debe ser predicable de una relación 
médica concreta que estará predispuesta bajo unas complicaciones propias 
del actuar médico enjuiciado, por ello es que el daño desproporcionado no 
sea necesario que se trate de un daño exorbitante o extraordinario, sino que 
en el trascurso normal de las cosas no sucede, ello conforme a la lex artis 
debida. 
 
Así, entonces, RODRÍGUEZ (2013) señala que la teoría del daño 
desproporcionado en el derecho comparado utiliza diversos conceptos para 
lograr la aminoración probatoria, para que con la aplicación de estos se dé 
la indemnización de los perjuicios sufridos, entendiendo la dificultad 
probatoria que tiene el paciente para probar el hecho que le ocasionó un 
daño, para ello, entiende la autora que la jurisprudencia desarrolla la teoría 
del daño desproporcionado mediante: la regla res ipsa loquitur, o “las cosas 
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hablan por sí solas”, las presunciones de responsabilidad, la culpa virtual y 
la prueba a prima facie. 
 
Frente a la teoría del daño desproporcionado encuentra RODRÍGUEZ (2013) 
que esta se encuentra relacionada con la regla res ipsa loquitur del derecho 
anglosajón, en: 
 
(…) donde se autoriza al demandante a obtener una indemnización 
por los daños y perjuicios sin necesidad de aportar prueba de la 
negligencia del facultativo, si las circunstancias de producción del 
daño hacen imposible o muy difícil pensar que el daño pudiera 
haberse producido de haber observado las exigencias de la 
diligencia debida (p. 205). 
 
De tal manera, que la regla res ipsa loquitur termine fungiendo como un 
mecanismo de aligeramiento probatorio, pero solo del elemento subjetivo 
para la imputación de responsabilidad al Estado, es decir, el demandante 
solo se exonera de probar la falla del servicio, sin embargo deberá probar los 
demás elementos para que se configure la responsabilidad del Estado, a fin 
de que se genera una deducción de negligencia a partir de una evidencia 
probada que termina desembocando en la culpa del autor, con lo cual este 
solo podrá exonerarse mediante una causa extraña, o dándose el 
rompimiento del nexo causal. 
 
Como segundo instrumento utilizado para desarrollar el daño 
desproporcionado las presunciones son un instrumento de aligeramiento 
probatorio para la víctima, de esta manera, cuando faltasen pruebas directas, 
se podrá hacer uso de las presunciones, las cuales exigen una relación que 
concuerde entre el efecto dañoso y el acto médico, entendiendo que el efecto 




Al respecto, GRAU (2017) enuncia: 
 
En los supuestos en que no se pueda realizar la inversión de la 
carga de la prueba por no tratarse, entre otros motivos, de un daño 
desproporcionado, y teniendo en cuenta que la carga de probar la 
culpa del demandado o la negligencia o el nexo causal corresponde 
al actor, ello no es óbice para dar por acreditada dicha 
responsabilidad mediante la prueba de presunciones, bastando, 
para ello, realizar una inferencia lógica por cuya virtud es posible 
que, a partir de un hecho demostrado se deduzca otro (…) (p. 244). 
 
Siguiendo con los mecanismos de aligeramiento probatorio, la prueba prima 
facie como concepto utilizado para desarrollar la teoría del daño 
desproporcionado deviene de las escuelas italiana y alemana, de las cuales 
la causalidad y culpa o falla terminan proviniendo de las máximas de la 
experiencia, de allí que la prueba a prima facie conlleve: 
 
La llamada prueba prima facie o primera impresión, que como 
señala la doctrina es de relevante importancia en los pleitos sobre 
responsabilidad civil extracontractual y, conforme a la cual se 
entiende que cuando una cierta situación de hecho corresponde, 
según la experiencia, a un curso causal típico y determinado, si se 
produce un resultado dañoso en dicha situación de hecho, puede 
considerarse que su origen se encuentra en la causa que 
ordinariamente lo produce, por lo que en principio la alegación 
puede tenerse como probada. Ello no implica una inversión de la 
carga de la prueba sino una facilitación de la misma aplicando a las 
situaciones de hecho las máximas de experiencia que permiten 
deducir que un cierto suceso tiene por causa el que se deduce prima 




De manera que según la anterior explicación de la probanza del daño se 
deduce tanto el nexo de causalidad como la culpa o falla del agente, no 
obstante, esta teoría se encuentra estrechamente circunscrita al estado del 
arte científico, y en últimas es necesario demostrar la existencia de la 
relación causal, en tanto al juez, a partir de su vago conocimiento de la 
medicina, se le hace dificultoso deducir el hecho que generó ese daño y 
además la culpa del agente.  
 
Finalmente, la culpa virtual de raigambre francesa presupone “deducir la 
negligencia de la anormalidad del resultado”, lo que se fundamenta en: 
 
(…) que la anormalidad del resultado es incompatible con las 
consecuencias de una terapéutica normal, por lo tanto, la culpa se 
presume. En realidad, con arreglo a este criterio se deduce la culpa 
a partir de la existencia de un nexo de causalidad entre la 
intervención y su anómalo resultado, es decir el daño (SÁNCHEZ, 
2013, p. 207). 
 
Por otra parte, frente a la relación entre daño desproporcionado y mecanismo 
de aligeramiento probatorio, ÁLVAREZ (2016) interpreta que el daño 
desproporcionado es autónomo e independiente de las reglas que facilitan la 
actividad probatoria, como lo es la regla res ipsa loquitur, así indica 
diferencias entre el daño desproporcionado y esta regla, entendiendo que el 
daño desproporcionado no implica una deducción de negligencia 
simplemente, sino que trasladan al médico o a la administración la labor de 
probar su diligencia y cuidado, de allí que sea el silencio de estos lo que 
termina acreditando la culpabilidad de la administración, mientras que la 
regla res ipsa loquitur aplica una presunción iuris tantum por el 
desencadenamiento de un resultado que no es normal a la luz de la lex artis, 
presunción que podrá ser desvirtuada por la administración acreditando la 
diligencia y cuidado suficiente en el acto médico, por tanto se manifiesta que 
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la diferencia entre el daño desproporcionado y la regla res ipsa loquitur es el 
momento en donde se deduce la culpa del acto médico, ya que en la primera 
radica en el silencio de la administración, y en el segundo caso, una vez 
acreditado el daño, la falla se presume a priori. 
 
Aunado a lo anterior, una tercera concepción distingue el daño 
desproporcionado de estos mecanismos de aligeramiento probatorio como 
la regla res ipsa loquitur en la forma de acreditar su existencia: Así, entonces, 
esta regla se presenta como un juicio de probabilidad a partir de las reglas 
de la experiencia, de allí que esta se pueda deducir mediante el sentido 
común, que es la negligencia del galeno la causa más probable del daño 
sufrido, mientras que el daño desproporcionado implica el uso de 
conocimientos técnicos que ilustren al juez de la desproporción del daño, o 
si, por el contrario, este termina siendo un daño previsible dentro del acto 
médico (GALÁN, 2014). 
 
De lo anterior se pueden obtener tres conceptualizaciones del daño 
desproporcionado y medios de aligeramiento probatorio, que en cualquier 
caso tienen efectos sustanciales y procesales diferentes:  
 
a) El daño desproporcionado como figura de la cual surgen mecanismos 
de aligeramiento probatorio para alivianar la carga procesal del 
demandante. 
b) El daño desproporcionado como institución diferente a los 
mecanismos de aligeramiento probatorio, en tanto que el segundo 
mecanismo genera una presunción de culpa, y el primero traslada la 
carga a la entidad demandada en donde será el silencio de esta la 
que atribuya su culpabilidad. 
c) El daño desproporcionado como institución diferente a los 
mecanismos de aligeramiento probatorio, en razón a que en el primero 
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deberá demostrarse la desproporción del daño, y en el segundo la 
desproporción se deduce del razonamiento judicial. 
 
Además, conviene precisar que la segunda de las vías anotadas por la 
doctrina termina convirtiéndose en la práctica en un eufemismo, dado que en 
cualquier caso de no probar el demandado su diligencia y cuidado en el acto 
médico (sea aplicando la presunción de culpa o trasladando la carga de 
probar la diligencia), desembocará en el deber de indemnizar los perjuicios 
causados al demandante. 
 
Aunado a lo anterior que la aplicación de la tercera vía reseñada implica la 
desnaturalización de la figura, dado que el demandante debería probar con 
plena certeza que el daño sufrido es desproporcionado, de cualquier manera 
la comprobación plena del daño desproporcionado termina probando la culpa 
de la administración, por lo que la adopción de esta conceptualización 
termina siendo inane en sus efectos probatorios. 
 
Por otra parte, la doctrina ha definido como elementos para la configuración 
del daño desproporcionado:  
 
a) La presencia de un evento dañoso de los que se produce con mediana 
negligencia. Así, indica PUEYO (2008) que este se caracteriza por ser 
un daño “desproporcionado a lo que comparativamente es usual en 
ese acto médico en cuyo caso existe presunción desfavorable al buen 
hacer exigible y esperado” (p. 86). 
b) El daño se produce por una conducta que esta fuera de la esfera de 
disponibilidad y control facultativo, con lo que el daño debe ser 
atribuido a quien ha tenido control exclusivo del hecho. 
c) Presumible falta de diligencia. 
d) Inexistencia de culpa de la víctima. 
e) Falta de explicación satisfactoria. 
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f) Falta de acreditación de la irrupción causal. 
 
Por lo tanto, se infiere que para la configuración del daño desproporcionado 
en la responsabilidad médica deban existir todos los elementos 
configurativos reseñados, elementos que necesitan gran capacidad de 
análisis del juzgador. 
 
Haciendo énfasis en los efectos procesales, la doctrina ha señalado cómo la 
teoría del daño desproporcionado ha sido circunscrita a dos reglas 
probatorias: la inversión de la carga de la prueba y la presunción de 
culpabilidad, por ello, en atención al criterio subjetivo de imputación, la 
configuración del daño desproporcionado termina facilitando la posición 
probatoria del demandante, y a su vez configura la presunción de culpa en 
el demandado, en donde será la administración quien deba desvirtuar tal 
presunción, so pena de ser declarado responsable de los perjuicios sufridos 
por el accionante, de allí que la aplicación de esta doctrina: 
 
(…) provoca una inversión de la carga de la prueba, de modo que el 
profesional médico únicamente quedará exonerado de 
responsabilidad si acredita que el daño causado se produjo por 
alguna causa o circunstancia al margen de su actuación: por tanto, 
se produce una simplificación de importantes repercusiones 
prácticas en lo que respecta a la actividad probatoria que debe 
asumir el demandante, a quien le bastará con probar el evento 
dañoso y la anormalidad o gravedad del mismo (en atención al tipo 
de actuación médica a que fue sometido) (FACHAL, 2007, p. 208). 
 
También se ha relacionado al daño desproporcionado como una presunción 
mediante la cual, a través de una inferencia, se obtiene una trascendencia 
probatoria, con lo que a partir de unos hechos probados se obtienen unos 




De cualquier forma, la doctrina del daño desproporcionado implica una doble 
carga procesal: una inicial en cabeza del demandante, el cual deberá probar 
la desproporción del daño y el nexo causal con el actuar médico, para que 
se presuma la culpa de demandado y con ello se produzca la inversión de la 
carga de la prueba en cabeza de la administración, que deberá demostrar 
diligencia y cuidado en el acto médico, o una irrupción en el nexo causal o 
imputación fáctica para salvar su responsabilidad.  
 
Con todo, conviene precisar que, pese a que como se ha mencionado el 
daño desproporcionado genera presunción de culpa, creemos que en 
realidad lo que se genera es una presunción de causalidad culposa, es decir, 
que una vez probado por parte del demandante el daño anormal y el nexo 
de causalidad, lo que realmente se presume es que el daño obedece a un 
actuar culposo en el acto médico: 
 
En consecuencia, en la responsabilidad médica, si se prueba que el 
daño lo causo físicamente el médico, y se invierte la carga de la 
prueba de la culpa, se presume ese daño causado físicamente por 
el medico se produjo por su culpa, lo que quiere decir que no solo 
se presume la culpa, sino que, además esa culpa presunta es la 
causa del daño (TAMAYO, 2016, p. 107). 
 
3.4. EL DAÑO DESPROPORCIONADO EN LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE 
ESTADO COLOMBIANO Y SUS EFECTOS PROCESALES 
 
Es relevante precisar que el Consejo de Estado (2009) ha utilizado la regla 
res ipsa loquitur como medio de aligeramiento probatorio cuando se produce 
un daño desproporcionado. Así, entonces, como referente de especial 
trascendencia en la jurisprudencia del Consejo de Estado en relación al tema 




En esa oportunidad el máximo tribunal de la jurisdicción contenciosa 
administrativa se avocó al conocimiento de una demanda de reparación 
directa, en donde se encontraban como presupuestos fácticos para la 
declaratoria de responsabilidad en cabeza del Estado el error de diagnóstico 
en una mujer gestante, en donde la administración determinó un embarazo 
a término en posición trasversal, cuando en realidad tenía un embarazo 
múltiple. Así, el Consejo de Estado (2009) aplica la regla res ipsa loquitur 
partiendo de la demostración por parte del demandante de un daño 
desproporcionado y la imputación del daño al Estado, con ello el juzgador 
realiza una deducción de negligencia que relevará de la carga de probar la 
negligencia en cabeza del accionante. 
 
Al respecto, menciona el máximo tribunal de la jurisdicción contenciosa 
administrativa: 
 
La regla res ipsa loquitur, la cosa que habla por sí misma; es el 
nombre dado a una forma de evidencia circunstancial que crea una 
deducción de negligencia. Procede de los ordenamientos de 
common law donde cada día tiene mayor aceptación; el demandante 
solo tiene que probar el daño anormal o excepcional sufrido y la 
imputación del mismo a una entidad de derecho público; en su 
esencia indica que los daños producidos no se verifican 
normalmente si no existe una culpa, el hecho habla por sí como 
prueba de la culpa (CONSEJO DE ESTADO, 2009). 
 
Por lo anterior es que el Consejo de Estado concluye conceptuando que el 
daño desproporcionado termina valiéndose de instrumentos de 
aligeramiento probatorio, en el caso colombiano mediante la aplicación de la 
regla res ipsa loquitur, lo que conlleva a que el demandante no deba probar 
a plenitud los elementos para la declaratoria de responsabilidad del Estado 
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producto del acto médico; inclusive alude el tribunal a que pueda presentarse 
un posible aligeramiento probatorio, ya no solo de la negligencia del 
demandado o la administración, sino eventualmente de la imputación fáctica 
que realiza el operador judicial, pero siendo enfático que no funciona como 
una presunción judicial: 
 
En consecuencia, la regla res ipsa loquitur (falla virtual o prima facie) 
no funciona como una presunción judicial o de hombre, por cuanto 
no se trata de una inversión de la carga probatoria; el citado sistema 
opera en aquellos eventos en los que la elocuencia de los hechos 
releva al juez de un análisis de recorrido causal y de falla del 
servicio, dada la connotación del daño antijurídico (CONSEJO DE 
ESTADO, 2009). 
 
De cualquier forma, la desproporción del daño genera: 
 
(…) dada su connotación de anormal y excepcional es suficiente 
para considerar configurada la imputación del mismo en cabeza de 
la entidad demandada, todo lo anterior con fundamento en las reglas 
de la experiencia científica, objetiva y estadística, que permiten 
inferir sin requerir un conocimiento especializado sobre la materia, 
que el yerro cometido se produjo por una equivocada convicción que 
pudo ser fácilmente superada, lo cual hubiera evitado la producción 
del evento dañoso (CONSEJO DE ESTADO, 2009). 
 
De allí que no se invierta la carga de la prueba en cabeza del demandado, 
por lo que se genere la obligación de este de probar diligencia y cuidado, 
sino que con la configuración del daño desproporcionado se dé por 
acreditada la carga de la prueba del demandante frente a la imputación 
fáctica y jurídica, tesis más acorde con la prueba a prima facie. Con todo, 
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resulta novedoso, conforme a lo ya visto, ya que se cercena de la posibilidad 
de probar la debida diligencia o irrupción del nexo causal del demandado. 
 
De allí que el citado indique cómo en el caso de la regla res ipsa loquitur no 
se rige bajo el sistema de presunción de hombre que automáticamente 
invierte la carga de la prueba, sino que dada la claridad de los hechos se 
exime al juez del análisis de la imputación tanto física como jurídica del daño 
desproporcionado (DÍAZ-REGAÑÓN, 1996). 
 
Empero, a pesar de que en un primer momento el Consejo de Estado 
mencionara que de la aplicación de la regla res ipsa loquitur proveniente del 
daño desproporcionado se pueda inferir la imputación fáctica o el nexo 
causal, el mismo tribunal rectificó su jurisprudencia siendo enfática en indicar 
que tal presunción es inviable y que, por el contrario, corresponde al 
demandante probar este elemento de la responsabilidad: 
 
Como se ha sostenido de forma reiterada por la jurisprudencia de la 
Corporación, en ningún sistema o régimen de responsabilidad bien 
sea objetivo o subjetivo es posible que se presuma la imputación 
fáctica o nexo causal entre el daño y el comportamiento del sujeto 
demandado, so pena de resquebrajar los pilares básicos sobre los 
cuales se estructura la institución de la responsabilidad (CONSEJO DE 
ESTADO, 2011). 
 
Nuevamente, pese a las dudas que pudiesen surgir sobre una inferencia de 
causalidad producto de la aplicación de la teoría del daño desproporcionado 
mediante la aplicación de la regla res ipsa loquitur, el Consejo de Estado 
(2013) conoce el caso de una ciudadana a la cual se le practica una 
histerectomía sin ningún tipo de exámenes previos, lo que termina 
desembocando en la pérdida de su aparato reproductor, por eso mediante 
los medios de prueba acreditados en el proceso se declara la 
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responsabilidad del Estado sustentado en la desproporción del daño sufrido 
por la demandante, y reiterando cómo la regla res ipsa loquitur termina 
generando una deducción de la relación causal y la falla del servicio del 
demandado: 
 
Así, se ha acudido a reglas como res ipsa loquitur, desarrollada en 
el derecho anglosajón; o de la culpa virtual elaborada por la doctrina 
francesa, o la versión alemana e italiana de la prueba prima facie o 
probabilidad estadística, que tienen como referente común el 
deducir la relación causal y/o la culpa en la prestación del 
servicio médico a partir de la verificación del daño y de la aplicación 
de una regla de experiencia, conforme a la cual existe nexo causal 
entre un evento dañoso y una prestación médica cuando, según las 
reglas de la experiencia (científica, objetiva, estadística), dicho daño, 
por su anormalidad o excepcionalidad, sólo puede explicarse por la 
conducta negligente del médico y no cuando dicha negligencia 
pueda ser una entre varias posibilidades, como la reacción orgánica 
frente al procedimiento suministrado o, inclusive, el comportamiento 
culposo de la propia víctima (subrayado y negrilla fuera del texto) 
(Consejo de Estado, 2013). 
 
Además, el mismo Consejo de Estado (2011) ha construido supuestos 
fácticos bajo los cuales se aplica la regla res ipsa loquitur; así lo ha indicado 
el tribunal en la misma sentencia de marzo 24, donde refiere cómo la teoría 
del daño desproporcionado deberá ser apreciada por el juzgador en casos 
de oblitos quirúrgicos: 
 
El criterio de la Corporación, en relación con los casos de oblito 
quirúrgico, ha tenido por establecido que esos olvidos se consideran 
una culpa o falla probada a partir de la aplicación del sistema de 
aligeramiento probatorio del res ipsa loquitur, es decir, las cosas 
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hablan por sí solas […] En efecto, si el daño deprecado consiste en 
el hecho mismo de que se haya verificado la existencia de un cuerpo 
extraño en el organismo del paciente, sin que se presenten daños o 
perjuicios adicionales, la responsabilidad estará regida por el 
concepto de falla del servicio probada a partir de la máxima res ipsa 
loquitur, lo que generará un acercamiento o aligeramiento probatorio 
entre el daño y la imputación. 
 
Para posteriormente concluir de la siguiente forma: 
 
En consecuencia, radicar en cabeza del demandante el deber de 
acreditar esos elementos constitutivos de la falla del servicio es 
inadmisible porque sería imponerle una carga en extremo difícil para 
la demostración de ese elemento de la responsabilidad, razón por la 
que, con base en criterios de equidad y justicia, se ha empleado el 
citado criterio de aligeramiento probatorio de la culpa basado en la 
contundencia de los hechos que constituyen el daño antijurídico 
(subrayado fuera del texto) (Consejo de Estado, de 2011). 
 
Finalmente, el Consejo de Estado (2014) conoce del caso donde una mujer 
ingresa a un centro hospitalario para ser atendida por unas heridas causadas 
por agentes del Estado; allí se decide que es necesario que se le realice una 
trasfusión sanguínea, la cual se efectúa, pero no se constata la aptitud de las 
bolsas de sangre para el procedimiento, desembocando en que la mujer 
adquiera el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, SIDA, por lo que, y 
dada la magnitud del daño, el Consejo de Estado (2014) aplica la regla res 
ipsa loquitur, y señala: 
 
En casos como el presente, en los cuales la falla en el servicio ha 
sido tan evidente y el daño que se ha producido ha sido de una 
notable magnitud, la Sala ha dado aplicación a la teoría res ipsa 
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loquitur (la cosa que habla por sí misma), el cual es el nombre dado 
a una forma de evidencia circunstancial que crea una deducción de 
negligencia. 
 
Sin embargo, en este caso el Consejo de Estado varía su postura sobre los 
efectos probatorios de la regla res ipsa loquitur, ya que no le da tratamiento 
de presunción judicial de la imputación (fáctica y jurídica), sino acoge un 
mecanismo de aligeramiento probatorio de evidencia circunstancial 
acercándose a la prueba indiciaria, de la cual a partir del establecimiento de 
un hecho probado se deriva un hecho desconocido: 
 
Así pues, una vez se produce la verificación y análisis del daño, 
considerado en sí mismo, se desprende una evidencia circunstancial 
que hace que aparezca demostrada de forma palmaria la imputación 
fáctica (nexo causal) y la jurídica (falla del servicio). En estas 
situaciones, el daño antijurídico reviste tal magnitud o dimensión que 
es evidente la atribución del perjuicio en cabeza de la entidad 
demandada, ya que el yerro médico se explica por sí solo sin que se 
requiera de un análisis específico para derivar su acreditación. No 
significa lo anterior que la parte demandada no pueda desvirtuar esa 
prueba evidente –aunque será de sumo exigente esa demostración– 
bien destruyendo la presunción de culpa que este tipo de sistemas 
lleva aparejado o acreditando la existencia de una causa extraña 
que resquebraje el análisis de imputación (Consejo de Estado, 
2014). 
 
Conforme lo anterior, el Consejo de Estado confunde las diversas teorías de 
aligeramiento probatorio aplicables al daño desproporcionado, y concede 







La jurisprudencia del Consejo de Estado, a pesar de las variaciones que ha 
tenido en relación con el título de imputación aplicable a la responsabilidad 
médica estatal, es consistente en indicar que es la falla probada del servicio 
el título por excelencia en este tipo de responsabilidad, por lo que le 
corresponde al demandante probar todos los elementos de la 
responsabilidad estatal, además del elemento subjetivo. Ahora, entonces, la 
doctrina del daño desproporcionado se ha constituido como una excepción 
a ese régimen general, de tal forma que el ordenamiento jurídico colombiano 
para la aplicación de esta doctrina ha adoptado el sistema de aligeramiento 
probatorio de la regla res ipsa loquitur, para lo cual el demandante deberá 
acreditar la anormalidad del daño y su carácter excepcional, lo que termina 
generando efectos probatorios, añadiendo que la jurisprudencia frente al 
tema ha creado supuestos fácticos específicos bajo los cuales se aplica la 
regla. 
 
No obstante, frente a los efectos procesales de la doctrina del daño 
desproporcionado la jurisprudencia no ha sido clara, y encuentra distintas 
concepciones confundiendo la regla res ipsa loquitur con otros medios de 
aligeramiento probatorio como la prueba a prima facie; así, inicialmente la 
jurisprudencia del Consejo de Estado desarrolló la regla res ipsa loquitur 
como una inferencia de la falla del servicio y del nexo causal con la cual se 
da por acreditado el cumplimiento de la carga de la prueba del demandante, 
para en un segundo momento, como una inversión o presunción de la falla 
del servicio, pero de ninguna manera del elemento causal que traslada al 
demandado la carga de probar su diligencia y cuidado, y finalmente, de la 
demostración del daño desproporcionado se concibe como un medio de 
evidencia circunstancial del cual se desprende la imputación jurídica (falla 




Por lo anterior, se hace necesario que el máximo tribunal de lo contencioso 
administrativo delimite y sea consistente en los efectos procesales de la 
aplicación del daño desproporcionado en Colombia, so pena de generar 
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